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USURA. PROCEDIMIENTO QUE DEBE REALIZAR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE OMITE ESTUDIAR SU POSIBLE ACTUALIZACIÓN, 
ATENTO AL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD [ABANDONO PARCIAL DEL CRITERIO 
SUSTENTADO EN LA TESIS VII.2o.C.131 C (10a.)]. 
 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a proteger los derechos 
humanos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. Uno de esos derechos tutelados es el de la 
propiedad privada, siendo la prohibición de la explotación del hombre por el hombre en su modalidad de 
usura, una de las maneras de garantizar su ejercicio. En este tenor, los Jueces de instancia o, en su 
defecto, los tribunales de alzada -en los casos en que proceda la apelación- deben analizar ex officio si 
los intereses pactados por los contratantes constituyen o no usura, atento a los parámetros objetivos y 
al elemento subjetivo a los cuales hizo mención la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la contradicción de tesis 350/2013 y, de considerarlos usurarios, reducir 
prudencialmente la tasa de interés pactada. Ahora bien, en caso de que el juzgador responsable omita 
estudiar la posible actualización de usura, si el Tribunal Colegiado de Circuito advierte indiciariamente 
un pacto usurario en la fijación de la tasa mencionada, debe concederse el amparo, para el efecto de 
que la autoridad responsable repare la violación apuntada y cumpla con el principio de exhaustividad 
por medio de dicho análisis, al tenor de los parámetros establecidos en las jurisprudencias 1a./J. 
46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), de la Primera Sala de nuestro Máximo Tribunal, sin que ello 
implique que el tribunal se pronuncie sobre la invalidez o validez de que tal porcentaje fuera usurario, en 
razón de que ello es materia de fondo que corresponderá a la responsable. Dicho estudio a efectuar por 
la autoridad responsable, lo realizará con libertad de jurisdicción, para esclarecer si los intereses 
constituyen o no usura, precisándole la innecesaria actualización de todos los parámetros-guía objetivos 
y del elemento subjetivo, para concluir la existencia de la explotación del hombre por el hombre, en su 
modalidad de usura. Derivado de los anteriores argumentos y de una nueva reflexión, este órgano 
jurisdiccional se aparta parcialmente del criterio sustentado en la tesis VII.2o.C.131 C (10a.), de título y 
subtítulo: "USURA. PROCEDIMIENTO QUE DEBE REALIZAR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE OMITA ESTUDIAR SU POSIBLE 
ACTUALIZACIÓN.", en la parte que indica "será necesario que el quejoso formule motivo de 
inconformidad en el juicio de amparo directo", toda vez que se parte de la base de que se requiere 
concepto de violación para analizar el fondo de la usura. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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USUCAPIÓN. SI EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD NO APARECE INSCRITO EL 
INMUEBLE RESPECTIVO, RESULTA INDISPENSABLE LA EXHIBICIÓN DEL CERTIFICADO 
EXPEDIDO POR LA OFICINA CATASTRAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TLAXCALA). 
 
Este Tribunal Colegiado de Circuito en la jurisprudencia XXVIII. J/2, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, página 1157, de 
rubro: "USUCAPIÓN. PARA INTEGRAR DEBIDAMENTE LA RELACIÓN JURÍDICO PROCESAL ES 
NECESARIO ACOMPAÑAR A LA DEMANDA EL CERTIFICADO EXPEDIDO POR EL REGISTRO 
PÚBLICO DE LA PROPIEDAD U OFICINA CATASTRAL, EN EL QUE SE PRECISE SI EL INMUEBLE 
EN CONTROVERSIA SE ENCUENTRA INSCRITO O NO A NOMBRE DE PERSONA ALGUNA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE TLAXCALA).", sostuvo que previamente a analizar si el actor justificó 
los elementos legales requeridos para usucapir, el juzgador debe verificar la debida integración de la 
relación jurídico procesal que ordena el artículo 1199 del Código Civil para el Estado de Tlaxcala, es 
decir, si se llamaron a todos aquellos interesados que en su esfera jurídica influya, de alguna forma, que 
se declare probada la usucapión; que conforme a dicho numeral debe darse intervención, en primer 
término a quien aparezca inscrito como propietario del bien inmueble en el Registro Público de la 
Propiedad o, en su defecto, en las oficinas catastrales; y que, por tanto, debe acompañarse a la 
demanda el certificado expedido por el Registro Público de la Propiedad u oficina catastral del Estado, 
en el que aparezca quién es el propietario del inmueble controvertido. De lo cual se deduce que si del 
expedido por la primera de esas dependencias registrales no aparece inscripción al respecto, la acción 
debe promoverse contra quien figure como propietario en la oficina catastral correspondiente; para lo 
cual es indispensable que se exhiba el certificado que ésta expida. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO OCTAVO CIRCUITO. 
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LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. CON EXCEPCIÓN DE LOS NUMERALES CITADOS EN 
LOS DOS PRIMEROS PÁRRAFOS DE SU ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO (CUYA VIGENCIA 
DEPENDE DE LA ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA DE LAS CONDICIONANTES QUE EL PROPIO 
PRECEPTO ESTABLECE), ENTRÓ EN VIGOR A NIVEL NACIONAL A PARTIR DEL 17 DE JUNIO 
DE 2016, Y SU APLICABILIDAD NO DEPENDE DEL SISTEMA MIXTO O ACUSATORIO BAJO EL 
QUE SE DICTÓ LA SENTENCIA CONDENATORIA. 
 
De acuerdo con el artículo primero transitorio, párrafo inicial, de la ley mencionada, entró en vigor a 
partir del 17 de junio de 2016, con excepción de los numerales citados en los dos primeros párrafos de 
su segundo precepto transitorio, cuya vigencia quedó supeditada hasta que se emita la declaratoria 
para el inicio de vigencia de la norma indicada, o transcurran las fechas señaladas expresamente en el 
último artículo en cita. En otro aspecto, la Ley Nacional de Ejecución Penal recoge el sistema acusatorio 
penal; empero, su eficacia no es limitativa a las personas que fueron condenadas con posterioridad a su 
vigencia, ni está condicionada al sistema judicial en el que ello ocurrió, pues con independencia de la 
posibilidad material de cada entidad federativa para implementar el nuevo sistema de justicia penal, la 
ley busca homologar el marco normativo aplicable a los individuos que se encuentran privados de su 
libertad y a la ejecución de sentencias; máxime que de una interpretación literal de su artículo tercero 
transitorio, se advierte que con la entrada en vigor de la norma aludida quedaron abrogadas la Ley de 
Normas Mínimas para la Readaptación Social y las legislaciones de ejecución de sanciones penales 
locales, por lo que los procedimientos iniciados con anterioridad, seguirán su trámite de acuerdo con los 
ordenamientos vigentes en ese momento, en el entendido de que esos "procedimientos" no se refieren 
a los sistemas penales en que surgieron los procesos (mixto o acusatorio), sino única y exclusivamente 
a los procedimientos iniciados con motivo de las solicitudes sobre temas de "ejecución penal" en 
general, realizadas al Juez de ejecución con base en las legislaciones vigentes antes de la entrada en 
vigor de la Ley Nacional aludida. Por ende, ésta se encuentra vigente sin importar si el quejoso fue 
sentenciado conforme al anterior sistema o el actual acusatorio. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016365  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C. J/4 (10a.)  
 
CERTIFICADO CONTABLE EXPEDIDO POR CONTADOR PÚBLICO DE LA SOCIEDAD 
CORRESPONDIENTE, REGULADO POR LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y 
ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. HACE FE, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, PARA 
LA FIJACIÓN DEL SALDO RESULTANTE A CARGO DEL DEUDOR, SIN QUE SE REQUIERA QUE 
CUENTE CON FE PÚBLICA. 
 
De los artículos 87-E y 87-F de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, 
se colige que debe ser un profesional en la materia de contaduría, autorizado por la sociedad 
acreditante, quien realice el estudio de los asientos contables de la sociedad financiera, a fin de 
determinar en un documento al que los artículos citados denominan "estado de cuenta certificado" o 
"certificación del estado de cuenta", mejor conocido en el ámbito jurídico y comercial como certificado 
contable, la vida, desarrollo y evolución del crédito para determinar el saldo restante a cargo del deudor. 
Atento a ese principio de especialidad en materia de crédito, se entiende que el legislador estableciera 
que fuera un profesional en contaduría quien debía realizar esa certificación contable, pues existe la 
presunción legal y humana de que es la persona apta para determinar con certeza la forma en que se 
fueron generando todos los conceptos del adeudo respectivo. De ahí que la ley no prevé que el 
contador de la sociedad acreditante tenga fe pública con el mismo carácter que le es atribuida a 
diversas autoridades y funcionarios en el ámbito de su ejercicio público o privado, pues se trata de una 
facultad otorgada al contador público por la legislación invocada, para que el estado de cuenta adquiera 
valor probatorio, salvo prueba en contrario, y que conjuntamente con el contrato de crédito configure 
título ejecutivo. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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TRIBUNAL DE ARBITRAJE DEL ESTADO DE PUEBLA. EFECTOS DEL AMPARO CUANDO EL 
ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE EL PROVEÍDO QUE TIENE POR NO INTERPUESTA LA 
DEMANDA RELATIVA, PRECEDIDO DE UN ILEGAL APERCIBIMIENTO DICTADO POR AQUÉL. 
 
La Ley de los Trabajadores al Servicio del Estado de Puebla no prevé la posibilidad de apercibir a la 
actora con desechar su demanda para el caso de que incumpla con alguna prevención que le haga el 
Tribunal de Arbitraje del Estado, en los supuestos expresamente previstos en dicha legislación; por 
tanto, cuando el acto reclamado consista en el acuerdo que tiene por no interpuesta la demanda al 
haberse hecho efectivo el apercibimiento decretado en ese sentido y se obtenga la protección 
constitucional, los efectos de la concesión deben ser los consistentes en que se ordene que: A) Se deje 
insubsistente el acto reclamado; B) Se admita la demanda laboral; y, C) Se practique el emplazamiento 
a la demandada. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. PROCEDE CONCEDERLA A LOS JUBILADOS POR EL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL POR AÑOS DE SERVICIO, PARA EL EFECTO DE QUE NO SE 
REALICE LA TRANSFERENCIA DE FONDOS ACUMULADOS POR SUS APORTACIONES AL 
RUBRO DE CESANTÍA EN EDAD AVANZADA Y VEJEZ. 
 
De los artículos 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 128 y 138 
de la Ley de Amparo, se colige que para conceder la suspensión provisional en el juicio de amparo, se 
requiere que: i. Expresamente la solicite el quejoso; ii. Haya certidumbre sobre la existencia de los actos 
cuya suspensión se solicita; iii. Los actos reclamados sean susceptibles de suspensión; iv. No se siga 
perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público (según lo previsto por el 
artículo 129, fracción II, de la ley de la materia); y, v. Se realice un análisis ponderado del caso concreto 
bajo la apariencia del buen derecho. En ese contexto, cuando el quejoso en su calidad de "jubilado por 
años de servicio" solicita la suspensión provisional para el efecto de que no se realice la transferencia al 
Gobierno Federal de los saldos reflejados en la subcuenta de cesantía en edad avanzada y vejez 
administrados por una institución bancaria, procede conceder la medida en esos términos, por ser 
acorde con los parámetros constitucionales y legales en cita, porque sólo implica evitar de manera 
temporal -hasta en tanto se resuelva en definitiva sobre dicha medida-, que se transfieran al Gobierno 
Federal los recursos o saldos de la subcuenta de cesantía en edad avanzada y vejez, pero únicamente 
de éste, y no con relación a otros trabajadores jubilados; y de ahí que no se causaría ningún perjuicio al 
interés social ni se contravendrían disposiciones de orden público, pues el Instituto Mexicano del 
Seguro Social, como administrador del Fondo para el Cumplimiento de Obligaciones Laborales de 
Carácter Legal o Contractual, aunque temporalmente no realice la transferencia referida, sigue 
disponiendo de los recursos acumulados con las aportaciones del propio jubilado a fin de destinarlos a 
los trabajadores jubilados, a través de su cuenta especial para el Régimen de Jubilaciones y Pensiones 
de los trabajadores del Instituto, en términos del artículo 286 K de la Ley del Seguro Social. Por tanto, el 
otorgamiento de la suspensión provisional no obstaculiza o entorpece la administración y disposición de 
los recursos de dicho fondo, pues con ello no se genera un trastorno o desventaja para la colectividad 
(o para los trabajadores jubilados) y, por ende, no se afecta el interés de la sociedad ni se contravienen 
disposiciones de orden público. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. PARA QUE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE PUEDAN ANALIZAR LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN GENÉRICA RESPECTO DE 
ACCIONES EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL, AQUÉL DEBE OPONERLA CON 
FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 279, FRACCIÓN I, O 300, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, 
SEGÚN SEA LA DEROGADA O LA VIGENTE. 
 
Si bien es cierto que la prescripción genérica contenida en el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, 
al igual que la prevista en los diversos 279, fracción I, de la Ley del Seguro Social derogada y 300 de la 
vigente, establece la pérdida del derecho a reclamar el pago de determinadas prestaciones por el 
transcurso de un año entre la fecha en que fueron exigibles y su reclamo, también lo es que están 
dirigidas a combatir prestaciones de naturaleza diferente, pues aquél se refiere a las "acciones de 
trabajo", es decir, a las derivadas de una relación laboral, mientras que éstos aluden a prestaciones de 
seguridad social. Por consiguiente, el análisis de la excepción de prescripción genérica es improcedente 
cuando el Instituto Mexicano del Seguro Social no la opone con fundamento en la legislación 
exactamente aplicable, pues al ser de aquellas cuya oposición es de estricto derecho, requiere de 
requisitos específicos para su análisis, por lo que es claro que si la litis laboral se conforma con el 
reclamo de otorgamiento y/o pago de prestaciones de seguridad social, la prescripción que se oponga 
debe apoyarse en la Ley del Seguro Social aplicable al caso concreto. Pensar de otra manera 
equivaldría a aplicar principios generales de derecho que van contra los de justicia social recogidos en 
el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por los cuales las normas 
de trabajo deben interpretarse de la forma más favorable al trabajador. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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DEMANDA LABORAL. EL DEMANDADO NO ESTÁ OBLIGADO A CONTESTARLA, SI 
PREVIAMENTE EL ACTOR NO LA RATIFICA O SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE NO LA TIENE 
POR RATIFICADA DE OFICIO. 
 
Del artículo 878 de la Ley Federal del Trabajo, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, se advierte que cuando en la etapa de demanda y 
excepciones de la audiencia de ley, el actor en el primer uso de la voz se limita a objetar la personalidad 
de quien comparece en representación de la demandada, no ratifica previamente su demanda, ni la 
autoridad responsable la tiene por ratificada de oficio, y el demandado se limita a contestar el incidente 
de falta de personalidad formulado por el actor, no puede tenérsele a este último por contestada la 
demanda en sentido afirmativo, pues en un razonamiento lógico y jurídico y en atención al orden 
establecido en ese precepto, el demandado no está obligado a contestar la demanda que aún no ha 
expuesto el trabajador. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO. LA EXCEPCIÓN A ESTE PRINCIPIO PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATERIA, SÓLO PROCEDE RESPECTO DE VIOLACIONES A 
LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO IMPUGNABLES EN LA VÍA DIRECTA, TRATÁNDOSE DE 
AMPAROS CONTRA ACTOS QUE AFECTEN, ENTRE OTROS, DERECHOS DE TRABAJADORES. 
 
De la interpretación literal y sistemática de los artículos 107, fracción III, inciso a), de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 171 de la Ley de Amparo, se concluye que la excepción al 
principio de definitividad que dichas normas establecen procede exclusivamente cuando en amparo 
directo se impugnen laudos o resoluciones que pongan fin al juicio, por violaciones a las leyes del 
procedimiento que vulneren las defensas del quejoso, cuando se trate de amparos contra actos que 
afecten, entre otros, derechos de trabajadores. Por tanto, como sólo en este caso específico y respecto 
de la referida vía de amparo, el trabajador queda eximido de preparar el juicio de amparo, es inconcuso 
que la citada excepción no puede hacerse extensiva a los casos en los que por la vía del amparo 
indirecto se impugnen actos de tribunales laborales ejecutados fuera de juicio o después de concluido, 
no obstante que se trate de controversias en las que el quejoso sea el operario, pues fue voluntad del 
Constituyente Reformador y del legislador ordinario, que la excepción aludida procediera 
exclusivamente en vía de amparo directo. Asimismo, la interpretación adicional referente a la excepción 
al principio de definitividad contenida en el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de 
Amparo, no debe entenderse en función de la duda que pudiera generarse sobre si puede hacerse o no 
extensiva al juicio biinstancial la excepción al principio de definitividad prevista en el numeral 171 de la 
ley indicada para el amparo directo, sino que dicha interpretación adicional debe enfocarse únicamente 
a la duda de la procedencia del recurso o medio de defensa; por lo cual, la excepción al principio de 
definitividad en el amparo directo a favor de los trabajadores no puede utilizarse para considerar que se 
requiere interpretación adicional para determinar la procedencia del incidente de nulidad de 
notificaciones; por lo que éste debe agotarse antes de acudir al juicio de amparo biinstancial. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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CONTESTACIÓN A LA DEMANDA LABORAL. LA PARTE DEMANDADA NO ESTÁ OBLIGADA A 
FORMULARLA, SI PREVIAMENTE EL ACTOR NO RATIFICA LA MISMA O SI LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE NO LO HACE DE OFICIO. 
 
De la lectura del artículo 878 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el treinta de noviembre de dos 
mil doce, se advierte que cuando en la etapa de demanda y excepciones de la audiencia de ley, el actor 
en primer uso de la voz no ratifica previamente la demanda, ni la autoridad responsable la tiene por 
ratificada de oficio, y el demandado se limita a contestar diversas cuestiones procesales, no puede 
tenérsele a este último por contestada la demanda en sentido afirmativo, pues en un sentido lógico y 
jurídico y atendiendo al orden establecido en ese artículo, el demandado no se encuentra obligado a 
contestar la demanda que aún no ha sido expuesta por el trabajador. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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CONGELAMIENTO DE CUENTAS BANCARIAS DE UNA PERSONA MORAL. ES IMPROCEDENTE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA, 
CUANDO NO SE ENCUENTRE EN LA LISTA DE PERSONAS BLOQUEADAS, EMITIDA POR LA 
UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO, PERO SÍ SU APODERADO. 
 
La Secretaría de Hacienda y Crédito Público cuenta con la facultad de emitir disposiciones de carácter 
general para establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u 
operaciones que pudieran favorecer, prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la 
comisión de los delitos de terrorismo, terrorismo internacional y operaciones con recursos de 
procedencia ilícita; asimismo, a través de la Unidad de Inteligencia Financiera pondrá a disposición de 
las instituciones de crédito, a través de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la lista de personas 
bloqueadas y sus actualizaciones, a efecto de que las instituciones de crédito adopten e implementen 
mecanismos que permitan identificar a los clientes o usuarios que se encuentren dentro de esa lista, a 
cualquier tercero que actúe en su nombre o por su cuenta, y aquellas operaciones que hayan realizado, 
realicen o que pretendan realizar; así como para que suspendan de forma inmediata tales actos, 
operaciones o servicios con dichos clientes o usuarios con la finalidad de prevenirlos y detectarlos. 
Ahora bien, si por cliente se entiende cualquier persona física o moral o fideicomiso que, directamente o 
por conducto de algún comisionista contratado por la entidad o institución de crédito respectiva, actúe 
en nombre propio o a través de mandatos o comisiones, que sea cuentahabiente de una institución de 
crédito o utilice, al amparo de un contrato, los servicios prestados por la institución de crédito o realice 
operaciones con ésta, resulta que esa denominación comprende a los apoderados de las personas 
morales, porque a pesar de que en dicho supuesto no actúa en nombre propio, sino a través de un 
mandato, que es precisamente uno de los supuestos a través de los que se puede identificar a los 
clientes de las instituciones de crédito, según se indica en la 2a. disposición, fracción II, inciso a), de las 
Disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 20 de abril de 2009; lo que se corrobora porque las 
personas morales no son más que los medios o instrumentos para lograr ciertos fines, la mayoría de las 
veces de carácter económico, y tales fines no son sino los perseguidos por esas personas físicas, 
porque las personas morales o jurídicas se crean por la voluntad de una colectividad de personas 
físicas para propósitos específicos u objetivos comunes. De ahí que es improcedente conceder la 
suspensión provisional en el amparo promovido contra el bloqueo de cuentas bancarias de una persona 
moral que no se encuentra en la lista de personas bloqueadas emitida por la Unidad de Inteligencia 
Financiera de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, pero sí su apoderado, pues en el concepto 
de clientes de las instituciones de crédito se incluye cualquier persona física o moral o fideicomiso que, 
directamente o por conducto de algún comisionista contratado por la entidad o institución de crédito 
respectiva, actúe en nombre propio o a través de mandatos. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
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CESIÓN DE DERECHOS LITIGIOSOS. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
CUANDO SE IMPUGNA EN FORMA AUTÓNOMA LA RESOLUCIÓN QUE LA RECONOCE EN LA 
ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA, AL NO AFECTAR DERECHOS SUSTANTIVOS. 
 
Conforme a los artículos 2029 y 2030, tanto del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, como del Código Civil Federal, la cesión de derechos litigiosos comprende la 
transmisión de los derechos de la relación materia de la controversia y, en consecuencia, de la posición 
procesal del cedente, lo cual puede acontecer, incluso, una vez concluido el juicio, pues no existe 
disposición legal que lo limite. Así, en la etapa de ejecución de sentencia, el cesionario no adquiere una 
mera expectativa del derecho que previamente correspondía al cedente, pues éste ya fue declarado en 
el juicio, por lo cual, lo que adquiere es la facultad para exigir el cumplimiento de lo sentenciado; por 
ello, la resolución que reconoce la cesión de esta clase de derechos en la etapa de ejecución sólo 
podría afectar derechos adjetivos, en sede jurisdiccional, ya que permite al cesionario realizar cualquier 
gestión con el objeto de obtener el cumplimiento de la condena, lo cual guarda relación con la cosa 
juzgada y, además, porque el ejecutado se encuentra en condiciones de cumplir su condena ante la 
autoridad judicial, con independencia de la persona que ostente la calidad de acreedor. Por tanto, dicha 
resolución no es impugnable a través del juicio de amparo indirecto de forma autónoma, sino que para 
ello, el ejecutado sólo podrá hacerlo una vez que se emita la última resolución en el procedimiento de 
ejecución de sentencia, cuando se apruebe el cumplimiento total de lo sentenciado o se declare la 
imposibilidad material o jurídica para darle cumplimiento, o que ordene el archivo definitivo del 
expediente, en términos de la fracción IV del artículo 107 de la Ley de Amparo, tomando en cuenta que 
no existe afectación a derechos sustantivos, porque aunque se demostrara que la cesión no debió 
reconocerse, no se generan consecuencias que restrinjan al ejecutado, en forma actual, el ejercicio de 
un derecho fundamental (como la vida, la propiedad, la posesión, la integridad personal, los derechos 
de familia, los atributos de la personalidad, etcétera). En todo caso, si al impugnarse la resolución 
referida a través del juicio de amparo conjuntamente con la última dictada en el procedimiento de 
ejecución, se determina que resultó fundada la oposición del ejecutado a la cesión de derechos 
litigiosos, la consecuencia sería declarar su invalidez y reponer el procedimiento a partir de dicha 
violación para que la autoridad judicial ejecute la sentencia, pero ahora en favor del cedente. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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CADUCIDAD DE LA PRIMERA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL TRIBUNAL AD QUEM NO DEBE 
DECLARARLA DE OFICIO EN LA APELACIÓN PRINCIPAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
137 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL APLICABLE 
PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
La calidad de orden público de la normativa rectora de la caducidad de la instancia en materia civil en la 
Ciudad de México, no es un obstáculo, sino el fundamento para considerar, mediante la interpretación 
funcional que, aun cuando se hayan actualizado los requisitos para declarar la caducidad de la primera 
instancia en un proceso, sin que el a quo o alguna de las partes lo hayan destacado y, por tanto, se 
emita sentencia de fondo, el tribunal ad quem que conozca de la apelación principal no debe declararla 
de oficio, porque la sentencia que resuelve el litigio planteado aporta una tutela superior al conjunto de 
valores integrantes del orden público que la propia perención del procedimiento, por lo cual, ésta debe 
ceder ante aquélla. Lo anterior es así, por las razones siguientes: a) La pertenencia de la normativa en 
comento al orden público no implica su aplicación rígida y mecánica a todos los casos, pues esa calidad 
no le impone imperatividad, sino que le encomienda la custodia de los principios y valores inmersos en 
tal orden público, de modo que, cuando la aplicación de alguna o varias de esas disposiciones, en 
casos concretos, atente contra dichos fines, aquéllas deben ceder para dar paso a la plena satisfacción 
de éstos; b) Esta intelección es acorde con la naturaleza de los ordenamientos procesales, como 
instrumentales de los intereses sustantivos que se ventilen por sus canales, por lo cual, no pueden 
sobreponerse a los primeros; c) Apoya este criterio, la aplicación del principio de conservación de los 
actos jurídicos válidamente celebrados, en la modalidad relativa a que, cuando en la confrontación de 
dos actos válidos, uno produzca mayor utilidad a los fines del derecho y otro una menor, debe 
prevalecer el primero y abandonarse el otro, y en el tópico planteado, la sentencia de fondo produce 
mayor utilidad al orden público que la caducidad de la instancia; d) Además, debe tomarse en cuenta el 
principio non reformatio in peius, pues está prohibido que el juzgador agrave la situación jurídica de las 
partes; y, e) Un argumento final, que aislado podría estimarse de poco peso, pero unido a los anteriores 
fortalece la tesis, se colige de la literalidad del artículo 137 Bis, párrafo segundo, fracción I, del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, que faculta al 
Juez, esto es, al a quo, a declarar la caducidad de la primera instancia, sin referirse o aludir al tribunal 
ad quem. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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SELLO DIGITAL. EL OFICIO EMITIDO CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 17-H DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, A TRAVÉS DEL CUAL LA AUTORIDAD DEJA SIN EFECTOS EL 
CERTIFICADO CORRESPONDIENTE, NO CONSTITUYE UN ACTO DEFINITIVO PARA EFECTOS 
DEL JUICIO DE NULIDAD. 
 
Lo previsto en el último párrafo del precepto citado y en las disposiciones relacionadas con esa porción 
normativa de la Resolución Miscelánea Fiscal, en el sentido de que los contribuyentes a quienes se les 
haya dejado sin efectos el certificado de sello digital podrán llevar a cabo el procedimiento para 
subsanar las irregularidades detectadas, a fin de obtener un nuevo certificado, no corresponde a un 
recurso administrativo, ya que a través de lo ahí fijado sólo pueden subsanarse las irregularidades que 
motivaron la emisión del oficio por el cual se dejó sin efectos el certificado relativo, o bien, desvirtuar la 
causa que motivó su emisión, pero sin que sea posible cuestionar la totalidad de ese acto por cualquier 
vicio que pueda contener; por ende, lo ahí señalado en realidad corresponde a un procedimiento 
administrativo que comienza con ese oficio inicial -que no es la manifestación última de la voluntad 
administrativa- y concluye con una resolución. En este sentido, el oficio es un acto intraprocedimental y, 
por tanto, no es susceptible de impugnación en forma autónoma mediante el juicio de nulidad ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, pues para acudir a esa instancia es necesario que 
previamente se haya sustanciado y resuelto el procedimiento establecido en el artículo 17-H del Código 
Fiscal de la Federación, y que esa resolución final sea impugnada en dicho medio de control de la 
legalidad de los actos administrativos, pues ese acto es el que se estima definitivo, al tratarse de la 
última resolución dictada en el procedimiento correspondiente. 
 
SEGUNDA SALA 
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RÉGIMEN DE INCORPORACIÓN FISCAL. CONFORME AL ARTÍCULO 111 DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, ESTÁN 
EXCLUIDOS DE SU APLICACIÓN LOS CONTRIBUYENTES QUE HASTA ANTES DE SU VIGENCIA 
TRIBUTABAN CONFORME AL RÉGIMEN GENERAL DE PERSONAS FÍSICAS CON ACTIVIDADES 
EMPRESARIALES Y PROFESIONALES. 
 
En atención a la exposición de motivos del decreto por el que se expidió dicha legislación, el régimen de 
incorporación fiscal tiene por finalidad, entre otras, erradicar la informalidad que deriva, muchas veces, 
de la facilidad o dificultad en el cumplimiento del pago de contribuciones, así como sustituir los 
regímenes fiscales intermedio y de pequeños contribuyentes aplicables a las personas físicas con 
actividades empresariales por uno transitorio denominado de incorporación fiscal, tendente a que los 
sujetos pasivos inicien el cumplimiento de sus obligaciones fiscales en un esquema que les permita 
hacerlo fácilmente y, una vez que estén preparados, muden al régimen general. Atendiendo a esa 
finalidad y, sobre todo, a la naturaleza transitoria del régimen fiscal en comento, es claro que están 
excluidos de su aplicación los contribuyentes que hasta antes de su entrada en vigor tributaban 
conforme al régimen general de las personas físicas con actividades empresariales y profesionales. 
 
SEGUNDA SALA 
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ESTÍMULO FISCAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2016. EL ANÁLISIS DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE LLEVARSE A CABO CONFORME A LOS PRINCIPIOS DE 
JUSTICIA TRIBUTARIA. 
 
El beneficio fiscal establecido en la norma citada se otorga a los contribuyentes que adquieran diésel 
para su consumo final y que sea para uso automotriz en vehículos destinados exclusivamente al 
transporte público y privado, de personas o de carga, así como el turístico, consiste en permitir el 
acreditamiento de un monto equivalente al impuesto especial sobre producción y servicios que las 
personas que enajenen diésel en territorio nacional hayan causado por la enajenación de este 
combustible, en términos del artículo 2o., fracción I, inciso D), numeral 1, subinciso c), de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, con los ajustes que, en su caso, correspondan, vigente 
en el momento en que se haya realizado la adquisición del diésel, por el número de litros adquiridos. 
Finalmente, el acreditamiento debe efectuarse contra el impuesto sobre la renta a cargo del 
contribuyente o en su carácter de retenedor correspondiente al mismo ejercicio en que se determine el 
estímulo, incluso en los pagos provisionales del mes en que se adquiera el diésel. De lo anterior se 
advierte que el estímulo fiscal citado no tiene relevancia impositiva pues es ajeno a los elementos 
esenciales del impuesto especial sobre producción y servicios -objeto, base, tasa o tarifa y época de 
pago- y, por tanto, ninguna trascendencia tiene en la capacidad contributiva ni en la determinación y 
monto del gravamen que debe pagarse, pues además es ajeno a la mecánica del tributo y, por tanto, el 
examen de su regularidad constitucional no puede efectuarse a la luz de los principios de justicia 
tributaria. 
 
SEGUNDA SALA 
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COSTAS EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. NO PROCEDE LA APLICACIÓN SUPLETORIA DE 
ALGÚN ORDENAMIENTO PROCESAL PARA SU IMPOSICIÓN. 
 
La interpretación sistemática y funcional de los artículos 1054, 1063, 1390 Bis, 1390 Bis-1, 1390 Bis-8, y 
1081 a 1090 del Código de Comercio conduce a establecer que es inadmisible acudir a la ley supletoria, 
sea el Código Federal de Procedimientos Civiles o la ley procesal local respectiva, para imponer 
condena en costas por vencimiento en los juicios orales mercantiles, ya que tal aplicación contraviene el 
sistema de condena en costas adoptado por el legislador mercantil en el artículo 1084 del Código de 
Comercio, que es completo y suficiente para condenar o absolver sobre el pago de costas en toda clase 
de juicios mercantiles a partir de ciertos criterios que el legislador consideró justificados para imponer 
esa condena, fundados en el abuso en el ejercicio de los derechos ante los tribunales, sea por actuar 
con temeridad o mala fe, o bien, por ubicarse en ciertos supuestos objetivos relativos a hacer valer una 
acción o una excepción fundadas en hechos disputados, sin aportar prueba alguna; a pretender valerse 
de pruebas inválidas, como documentos falsos o testigos falsos o sobornados; a proponer acciones, 
defensas o excepciones, incidentes o recursos improcedentes; a llevar el litigio a una segunda instancia 
infructuosamente, o a resultar vencido en juicio ejecutivo. De lo que se advierte que la condena por 
vencimiento en los juicios mercantiles únicamente está prevista para los de carácter ejecutivo dada su 
naturaleza de procesos fundados en títulos que traen aparejada ejecución, que no son de cognición y 
desde su inicio se procede a la ejecución, o también para el supuesto de haber sido condenado en dos 
sentencias conformes de toda conformidad en su parte resolutiva, por prolongar el juicio a una segunda 
instancia sin lograr cambio alguno en los resolutivos. De manera que imponer la condena por 
vencimiento en los juicios orales mercantiles implicaría contrariar el sistema legal a suplir, porque se 
impondría un supuesto extraño y no considerado por el legislador mercantil para fundar la condena en 
costas en esa clase de juicios, igual que ocurre en los juicios ordinarios en primera instancia. 
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